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Introducción
El presente artículo tiene como objeto de estudio la última sentencia 

del Tribunal Constitucional brasileño (STF) sobre la demarcación de las 

tierras ancestrales en el marco de la protección de los derechos de los 

pueblos originarios.

La metodología adoptada para el presente artículo es la cualitativa- 

exploratoria por medio de la revisión bibliográfica, los antecedentes le-

gislativos y el análisis de casos de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos y de las últimas sentencias del STF.

En la primera parte, son presentadas las disposiciones constituciona-

les de protección de los derechos de los pueblos indígenas y cimarrones(1) 

en la Constitución brasileña de 1988, bien como los antecedentes norma-
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tivos y las discusiones en la asamblea constituyente.

En la segunda parte, son vistos los principales casos en la Corte IDH 

sobre el tema de la protección de las comunidades indígenas y la influen-

cia sobre las tesis consideradas por la Corte Constitucional brasileña.

El objetivo principal es contribuir para entender los antecedentes cons-

titucionales y el contexto convencional en que la sentencia del Tribunal 

Constitucional brasileño fue dictada y comprender el marco de protección 

de las tierras ancestrales adoptado actualmente.

Antecedentes constitucionales
De acuerdo con el artículo 231 de la Constitución de 1988(2), son 

reconocidos a los pueblos originarios su organización social, costumbres, 

lenguas, creencias y tradiciones, y los derechos originarios sobre las 

tierras que tradicionalmente ocupan, competiendo a la Unión demarcación, 

protección y hacer respectar todos sus bienes (Fernandes, 2015; Ferraz 

Júnior, 2004; Silva, 1993).

Además, el artículo 67 del Acto de las Disposiciones Constituciona-

les Transitorias determina que la Unión concluirá la demarcación de las 

tierras de los pueblos originarios en el plazo de cinco años a partir de la 

promulgación de la Constitución.

Todavía, los antecedentes constitucionales sobre la protección de las 

tierras ancestrales son más antiguos.

La ocupación ancestral de las tierras indígenas es reconocida, por lo 

menos, desde el Álvara Regio de primero de abril de 1680, instituto cono-

cido en Brasil como “indigenato”, algo como “derecho originario” o “reco-

nocimiento de los pueblos nativos” (Mendes Junior, 1912).

El Regimento de las Missiones, como se quedó conocido, reconoció a 

los indígenas como los “primarios y naturales señores de las tierras que 

habitaban”, bien como de las tierras que estuviesen bajo la aldea de los 

misionarios religiosos.
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No solo el mencionado Álvara Regio apartaba la exigencia de la legiti-

mación de la posesión de los pueblos originarios y preservaba sus dere-

chos en caso de concesión de tierras a colonizadores.

En nivel constitucional, el primer texto que trató de la cuestión de for-

ma directa y profundizada, fue la Carta de 1988, conforme visto en los 

artículos 200 de 31 de la parte principal artículo 67 de lacto de las dispo-

siciones transitorias (Cupsinski et al, 2024). Hubo un intenso debate en 

las comisiones legislativas sobre la ampliación de los derechos de los 

pueblos indígenas. 

No obstante, la actuación administrativa de la Unión para la demar-

cación de las tierras ancestrales no fue efectiva. Aunque hubiese dispo-

siciones infraconstitucionales sobre el procedimiento de demarcación, 

muchas áreas reconocidamente de pertenencimiento a los grupos indige-

nas se quedaron sin un formal reconocimiento por parte del Estado. En el 

ámbito administrativo, el Decreto 1.775/1996 trata de los procedimientos 

administrativos para la demarcación de las tierras ancestrales. El artículo 

6º atribuye a la Fundación Nacional de los Pueblos Indígenas la obliga-

ción de registro tanto Registro de Inmuebles como frente a la Secretaría 

Administrativa del Patrimonio de la Unión.

Además en el ámbito extrajudicial, el Consejo Nacional de Justicia, ór-

gano administrativo superior de supervisión del Poder Judicial, fijó dispo-

siciones para el procedimiento relativo a las tierras ancestrales. Entre las 

exigencias, están la presentación del decreto demarcatorio, declaración 

de inexistencia de registro anterior, certificado de inexistencia en la cir-

cunscripción anterior, el número de la matrícula, el número del catastro 

administrativo y levantamiento topográfico georreferenciado.

Aunque otros documentos técnicos como, por ejemplo, el laudo antro-

pológico, sean necesarios para el procedimiento administrativo de demar-

cación de las tierras ancestrales, para fines de Registro de Inmuebles, la 

documentación necesaria es la mencionada arriba.
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Casos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
La obligación de la demarcación de las tierras de los pueblos origina-

rios está en el artículo XXIII de la Declaración Americana de los Derechos 

y Deberes del Hombre(3) y el artículo 21 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos(4).

Varios casos fueron apreciados por la Corte Interamericana de De-

rechos Humanos. Abajo son descritos algunos de ellos. Para una mejor 

comprensión de la Corte (Schettini, 2012; Pegorari, 2024).

En el caso “la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni contra Nica-

rágua”, juzgado de 31 de agosto de 2001, originalmente presentado en 

1995 contra Nicaragua, la sentencia condenó el Estado por la ausencia de 

la delimitación las tierras ancestrales. En los hechos, trataba de la conce-

sión de una licencia de explotación comercial sin previa consulta ni con-

sentimiento de la comunidad indígena. En el fallo, hubo el reconocimiento 

de la violacion de los artículos 21 (propiedad), 25 (protección judicial) y 

2 (protección por el derecho interno). Por fin, el Estado fue condenado a 

pagar indemnización por daños inmateriales.

En el caso “la Comunidad Indígena Yakye Axa contra Paraguay”, de 17 

de junio de 2005, hubo el reconocimiento de la responsabilidad de Para-

guay por violacion de la propiedad colectiva de la comunidad indígena. El 

fallo condeno el Estado no solo a una indemnización pero también a la 

restitución de las tierras y otras medidas de reparación, como la suminis-

trar agua potable, alimentación y atención medica y sanitaria. La senten-

cia es reconocidamente la pionera en el reconocimiento de la propiedad 

comunal de los pueblos originarios y su estrecha relación con su identi-

dad cultural.

El caso “la Comunidad Xákmok Kásek contra Paraguay”, sentencia de 

24 de agosto de 2010, fue la segunda condena del Paraguay. El Estado fue 

declarado responsable por violar el derecho de propiedad por la venta a 
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particulares de tierras ancestrales sin consulta previa y por falta de recur-

sos y condiciones dignas. Caso la restitución de las tierras no fuera posi-

ble, otras deberían ser delimitadas y entregadas por medio de un acuerdo 

consensual con la comunidad.

En el caso “Pueblo Indígena Xucuru y sus Miembros contra Brasil”, de 

5 de febrero de 2018, el Estado brasileño fue condenado por la demora 

excesiva en la demarcación de las tierras ancestrales en el municipio de 

Pesqueira, Pernambuco. Fue ordenada la desintrusión de la ocupación 

privada del territorio y indemnización a los terceros de buena fe por las 

bienhechurías de la tierra. El presente caso tuvo una decisión en la super-

visión de cumplimiento: fueron reconocidos avances en la demarcación, 

pero la supervisión fue mantenida delante la presencia de personas no 

indígenas en el territorio.

Sentencia del Supremo Tribunal Federal
Respecto al marco temporal para dicho reconocimiento, inicialmente 

la corte constitucional fijó la tesis conocida como “marco temporal” de 

la Constitución de 1988, como la fecha de existencia de efectiva ocupa-

ción para la demarcación. También fue esa la opción legislativa. El artí-

culo 4º, párrafo 2º, de la Ley Federal 14.701/23 establecía que la ausen-

cia de la comunidad indígena en la fecha de cinco de octubre de 1988 

desnaturalizaba el encuadramiento como tradicionalmente ocupada por 

los pueblos originarios, excepto en el caso de comprobado despojo.

La cuestión de la adopción de la tesis del marco temporal por el Su-

premo Tribunal Federal no fue indemne de críticas por la doctrina en el 

caso de la demarcación de las tierras ancestrales conocido como Terra 

Indígena Raposa Serra do Sol (Silva, 2018). Así, posteriormente adopta 

la tesis de la ocupación originaria  (Osowski, 2017; Yamada & Villares, 

2010; Cunha Santos & Gonçalves, 2024; Cunha & Barbosa, 2018; Santos, 

2020).
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La más reciente sentencia del Tribunal Constitucional del 18 de di-

ciembre de 2025, en el control de constitucionalidad concentrado, fue en 

el sentido de la imposibilidad jurídica de fijarse un límite temporal para 

el reconocimiento de las tierras ocupadas por los pueblos originarios 

(Manaf & de Faria, 2024). Es, por lo tanto, una revisión de la posición 

anterior, que adoptaba la tesis del marco temporal. Así, actualmente la 

Corte Constitucional brasileña confirma la adopción de la otra posición, 

de la ocupación originaria (“indigenato”).

Es importante decir que esa es la misma posición sostenida por la 

Corte Interamericana de los Derechos Humanos, conforme visto por los 

fallos de los casos sentenciados, incluso contra el Estado brasileño. Así 

como la Corte Interamericana, la Corte brasileña fijó la posibilidad de in-

demnización por las bienhechurías y, además, por la propia adquisición 

de la tierra, una vez que la ausencia de un efectivo proceso de demarca-

ción no puede causar daños a los ocupantes de buena fe.

Aunque que la indemnización por la tierra no esté literalmente men-

cionada en la Constitución brasileña – solamente para las bienhechu-

rías de buena fe -, la Corte constitucional la adoptó expresamente frente 

a la situación de retraso en la delimitación de las tierras ancestrales, en 

línea con las decisiones anteriores de la Corte Interamericana de Dere-

chos Humanos. 

Conclusión 
La sentencia del Supremo Tribunal Federal del 18 de diciembre de 

2025 consolida el principio del “indigenato” sobre la tesis restrictiva del 

marco temporal. La inconstitucionalidad del limite temporal armoniza el 

derecho nacional con la posición de la jurisprudencia de la Corte Intera-

mericana de Derechos Humanos.

La armonización entre el derecho interno y el internacional refuerza 

la protección de la propiedad colectiva de los pueblos ancestrales y de 
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1.	  La traducción para el español de la expresión en portugués “quilombolas”. Se 
trata de referencia a los descendientes de los esclavizados que buscaban refugio 
en comunidades autómonas que resistían al sistema de explotación del período 
colonial. Otro término empleado en español es palenquero en referencia al miembro 
de una comunidad denominada de palenque.

2.	  En traducción oficial: Artículo 231. Se reconoce a los pueblos indígenas la 
organización social, costumbres, lenguas, creencias y tradiciones, y los derechos 
originales sobre las tierras que tradicionalmente ocupan y corresponde a la Unión 
demarcarlas, proteger y hacer respetar todos sus bienes. Párrafo 1. Las tierras 
tradicionalmente ocupadas por los indios son aquellas que habitan de manera 
permanente, las que utilizan para sus actividades productivas, las imprescindibles 
para la preservación de los recursos ambientales necesarios para su bienestar 
y las necesarias para su reproducción física y cultural, de acuerdo con sus usos, 
costumbres y tradiciones. Párrafo 2. Las tierras tradicionalmente ocupadas por los 
pueblos indígenas están destinadas a su posesión permanente, y les corresponderá 
participar de manera exclusiva en el usufructo de las riquezas del suelo, de los ríos 
y de los lagos que se hallen en sus tierras. Párrafo 3. El aprovechamiento de los 
recursos hídricos, incluidos los potenciales energéticos, la exploración y explotación 
de las riquezas minerales en tierras indígenas, solo podrán realizarse con la 
autorización del Congreso Nacional, después de consultar a las comunidades 
afectadas, asegurando la participación en los resultados de la explotación, de 
conformidad con lo que establezca la ley. Párrafo 4. Las tierras contempladas en 
este artículo son inalienables e indisponibles, y los derechos sobre las mismas, 
imprescriptibles. Párrafo 5. Se prohíbe la remoción de los grupos indígenas de 
sus tierras, excepto ad referendum del Congreso Nacional, en caso de catástrofe 
o epidemia que ponga en riesgo a su población, o en interés de la soberanía del 
País, después de la deliberación del Congreso Nacional, garantizando, en cualquier 
caso, el retorno inmediato tan pronto como cese el riesgo. Párrafo 6. Los actos que 
tengan por objeto la ocupación, el dominio y la posesión de las tierras contempladas 
en este artículo, o la explotación de las riquezas naturales del suelo, de los ríos y los 
lagos que se hallen en las mismas, son nulos y quedan extinguidos, sin producir 
ninguno de sus efectos jurídicos, a excepción del interés público relevante de la 
Unión, de acuerdo con lo que disponga una ley complementaria, dicha nulidad y 

su identidad cultural, sin olvidar de la indemnización a la ocupación de 

buena fe.

En otros términos, es un mecanismo de equilibrio ante la demora ad-

ministrativa en la demarcación por el Estado brasileño, conforme visto 

por las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

NOTAS
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•	 Assembleia Nacional Constituinte, Comissão de Sistematização. (1987a, 26 de 
junho). Anteprojeto de constituição. Centro Gráfico do Senado Federal. https://
www.camara.leg.br/internet/constituicao20anos/DocumentosAvulsos/vol-219.pdf

•	 Assembleia Nacional Constituinte, Comissão de Sistematização. (1987b, julho). 
Emendas oferecidas ao anteprojeto de constituição (Vol. 2). Centro Gráfico 
do Senado Federal. https://www.camara.leg.br/internet/constituicao20anos/
DocumentosAvulsos/vol-222.pdf

•	 Assembleia Nacional Constituinte, Comissão de Sistematização. (1987c, agosto). 
Parecer sobre as emendas oferecidas em plenário ao projeto de constituição. 
Centro Gráfico do Senado Federal. https://www.camara.leg.br/internet/
constituicao20anos/DocumentosAvulsos/vol-234.pdf

•	 Assembleia Nacional Constituinte, Comissão de Sistematização. (1987d, agosto). 
Projeto de constituição: Emendas oferecidas em plenário (constituintes e eleitores) 
(Vol. 2). Centro Gráfico do Senado Federal. https://www.camara.leg.br/internet/
constituicao20anos/DocumentosAvulsos/vol-228.pdf

•	 Assembleia Nacional Constituinte. (1988, janeiro). Projeto de constituição (A): 
Emendas oferecidas em plenário (Vol. 1). Centro Gráfico do Senado Federal. https://
www.camara.leg.br/internet/constituicao20anos/DocumentosAvulsos/vol-254.

•	 Brasil. (1988, 5 de octubre). Constituição da República Federativa do Brasil. 
Presidência da República. https://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/
constituicao.htm 

•	 Brasil. (2023, 20 de octubre). Lei nº 14.701, de 20 de outubro de 2023. https://www.
planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2023-2026/2023/lei/l14701.htm 

extinción no generará el derecho a indemnización o a acciones contra la Unión, 
excepto, de conformidad con la ley, con relación a las bienhechurías derivadas de la 
ocupación de buena fe. Párrafo 7. No son aplicables las disposiciones del artículo 
174, párrafo 3 y párrafo 4 a las tierras indígenas.

3.	  Artículo XXIII. Toda persona tiene derecho a la propiedad privada correspondiente 
a las necesidades esenciales de una vida decorosa, que contribuya a mantener la 
dignidad de la persona y del hogar.

4.	  Artículo 21. Derecho a la Propiedad Privada
•	 Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley 

puede subordinar tal uso y goce al interés social.
•	 Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto 

mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad 
pública o de interés social y en los casos y según las formas 
establecidas por la ley.

•	 Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del 
hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley.
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